Carátula 
SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 10 y 24 minutos) 


La Comisión de Hacienda da la bienvenida al ahora nuevamente señor Senador Atchugarry, quien se reincorpora a la Comisión y, 
naturalmente, al señor Ministro de Economía y Finanzas, economista Isaac Alfie, así como a su asesora la doctora María Rosa 
Longone. 


El tema que nos ocupa en el día de hoy es un proyecto de ley que envió el Poder Ejecutivo -Distribuido 2382/03- vinculado con la 
aplicación del artículo 27 de la Ley N* 17.613 de 27 de diciembre de 2002. 


SEÑOR MINISTRO.- En primer lugar, quiero agradecer que se nos haya recibido tan rápidamente para considerar este proyecto de 
ley cuya explicación, en profundidad, la desarrollará la doctora María Rosa Longone, asesora del Ministerio. 


Básicamente y de manera somera, este proyecto intenta utilizar parte de los fondos de recuperación del patrimonio de los bancos 
quebrados, para complementar el recupero de los depositantes de más de U$S 100.000 y de los tenedores de obligaciones 
negociables de los Bancos Montevideo y Comercial. 


Como los señores Senadores sabrán, el proceso de liquidación se ha dividido en dos partes. Una parte de la cartera ya ha sido 
vendida y el comprador fue el Nuevo Banco Comercial. A su vez, esta parte también se divide en dos: una cartera comprada al 
firme y una cartera comprada con una opción. En cuanto a la parte de la cartera comprada con opción, el Nuevo Banco Comercial 
tiene hasta el 31 de diciembre de este año para ejercer la opción de quedársela o rechazarla. En la otra parte, que es la cartera 
más pesada, están los fondos de recuperación de los activos bancarios. No sólo se trata de la cartera, sino también de algunos 
activos que, en algunos casos, son tangibles y, en otros, intangibles. 


Dado que en determinados casos el porcentaje de recuperación de depósitos posiblemente sea relativamente bajo, se prevé usar 
parte de estos fondos para complementar a los depositantes de más de U$S 100.000 y a los tenedores de obligaciones 
negociables. Como los señores Senadores sabrán, estos últimos -quizás contrariamente a lo que nosotros o la mayoría de la gente 
tenía en mente- han demostrado ser en general una masa importante de ahorristas de baja cuantía. Por supuesto, hay problemas 
insolubles si se los quiere tratar igual que a los depositantes -de hecho no lo son, sino que se trata de ahorristas en sentido amplio- 
por lo que no se puede tomar una solución similar. Entonces, este proyecto de ley trata de dar una solución mejor -quizás no al cien 
por ciento, pero mejor- que lo que fue la solución de la ley de diciembre. 


A continuación, la doctora Longone explicará el articulado. 


SEÑORA LONGONE.- Simplemente, quisiera detallar un poco más lo que manifestó el señor Ministro. Como él señaló, este 
proyecto de ley está dentro del espíritu de lo que es el artículo 27 vigente de la Ley N* 17.613, conocida como Nueva Ley de 
Bancos, aunque no es una modificación ni una adición a ese artículo, sino que se prevé como una nueva facultad del Poder 
Ejecutivo en el sentido de poder destinar un porcentaje -en este caso está planteado en el 80%- de aquellos recursos que reciba 
como cuotapartista de los fondos de recuperación del patrimonio respectivo de los tres bancos en liquidación -Comercial, Caja 
Obrera y Montevideo- a los efectos -reitero: en el mismo espíritu del artículo 27- de mejorar la situación de determinados 
cuotapartistas. 


En el artículo 1 de esta iniciativa se pretende mejorar la situación de los cuotapartistas cuya cuota parte o crédito contra el fondo 
de recuperación respectivo sea superior a los U$S 100.000. Asimismo, por el artículo 3% se dispone que se faculta al Poder 
Ejecutivo a mejorar la situación de los tenedores de obligaciones negociables emitidas por el Banco Caja Obrera y Banco de 
Montevideo, conocidas con los nombres de Euronotas y de Eurobonos. 


Por el artículo 1*, inciso segundo, también se faculta al Poder Ejecutivo para que los recursos que rescate de los fondos los pueda 
maximizar a través de su inversión en Títulos, a los efectos de que el rescate, tanto del Poder Ejecutivo como el que se ha 
trasladado a los cuotapartistas, pueda ser maximizado. 


En el artículo 2%, se disponen normas muy similares a las que están previstas en los dos decretos que reglamentaron los artículos 
27,326 y 337 de 2003, en el sentido de que se deja a cargo de la reglamentación la determinación de quiénes son exactamente las 
personas que van a estar gozando de este beneficio. En los otros decretos que mencioné, por ejemplo, se excluye a los accionistas 
de los bancos en liquidación, a los Directores, a los síndicos, a los miembros de la Comisión Fiscal, a Gerentes Generales, 
Gerentes de sucursales y demás personal de confianza de esas instituciones actualmente en liquidación, a quienes por supuesto 
no se quiere beneficiar con este mecanismo. Asimismo, se excluye a aquellas personas - de ese grupo que mencionamos y a otros- 
que puedan estar siendo investigados o sumariados por el Banco Central del Uruguay y hayan sido sancionados. 


En definitiva, a eso se refiere el artículo 3" y, por último, el 4* le da un destino especial al remanente que le pueda quedar al Estado 
después de esa distribución del 80 % de su cuota parte; ese destino está dirigido a los programas de protección social. 


Aclaro que estoy dispuesta a responder cualquier pregunta que los señores Senadores quieran formular. 
SEÑOR COURIEL..- En realidad, no he repasado aún el proyecto de ley y, por lo tanto, sólo quiero exponer algunas dudas. 


Entendí que, en primer lugar, uno de los elementos del proyecto de ley tiene que ver con la incorporación de beneficios para los 
tenedores de Eurobonos, que son una especie de Obligaciones. Esta es una de las medidas a adoptar. 


En segundo término, creo que en la primera prorrata el Estado entraba como acreedor y, en la segunda, la parte del Estado iba a 
los depositantes, en especial a los de menos de U$S 100.000. Siempre supuse que en caso de haber remanente, éste iría a los 


depositantes de más de U$S 100.000. Sobre este punto tengo dudas y, por consiguiente, me gustaría que se aclarara. 


Por otra parte, en lo que tiene que ver con las obligaciones, entendí que los obligacionistas son acreedores en la primera prorrata, 
pero no en el resto. Con relación a la parte del Estado, hay que recordar que siempre se planteó que en el Uruguay había un 
seguro implícito a los depositantes. Concretamente, se suponía que todos aquellos depositantes de todas las instituciones 
bancarias -aunque legalmente eso no fuera así y sólo constituía una especie de costumbre, de valor- estaban cubiertos por el 
Estado. Este fue, en cierto modo, el espíritu de lo que se hizo, a mi entender, con la ley de creación del Nuevo Banco Comercial: se 
trató de atender con la plata del Estado a los depositantes. En cambio, quien compró una Obligación, es acreedor en lo que le 
corresponde. Si yo atiendo a quien tiene obligaciones del Banco Montevideo, del Banco La Caja Obrera y del Banco Comercial - 
que entiendo también está incluido - estoy dando una señal que dice que comprar obligaciones de un banco es bueno y que el 
Estado lo va a atender, pero si comprara una obligación de una empresa productiva -llámese una textil o una papelera- el Estado 
no va a intervenir. Por supuesto la obligación es completamente distinta a un depósito; nunca se planteó que fueran atendidos 
porque de hacerlo, habría que contemplar a todos los obligacionistas de las actividades productivas que han perdido, como ser 
Sudamtex, Metzen y Sena, etcétera. Entonces se daría la señal de que invertir en un banco es bueno y hacerlo en una actividad 
productiva -porque también son inversores esos obligacionistas- no lo es. Me gustaría entender el sentido que tiene una norma de 
esta naturaleza y cuáles son las señales que se quieren dar. 


En esencia, le estaría haciendo dos preguntas, la primera tiene que ver con tratar de entender el tema de la prorrata que atendía a 
los depositantes de menos de U$S 100.000 y supuse que el remanente iría al resto. Esto no lo entiendo, seguramente, porque no 
leí bien el proyecto de ley, pero me gustaría que me lo aclararan. 


En segundo término, quisiera que me explicaran por qué se tiene que atender en la prorrata a los obligacionistas de instituciones 
privadas como el Banco Comercial, Banco Montevideo y el Banco La Caja Obrera. 


SEÑOR MINISTRO.- Con respecto a la primera pregunta quiero expresar que el proyecto de ley dice que hay que privilegiar 
determinadas categorías de accionistas y hasta U$S 100.000. El tema es que el Estado -cuando hablamos del Estado, estamos 
hablando de la sociedad- puso mucho dinero en esto y la política general es que la parte remanente de la primera prorrata, luego 
de hacer la entrega hasta completar los U$S 100.000, más el capital del Banco, quede en manos del Estado para su posterior 
recuperación. Esto, en algún momento, permitirá aliviar la carga de deuda. Esto sería una decisión política. Es más; si me pregunta 
si los U$S 100.000 es una cantidad adecuada, le diría que es una cantidad muy alta para el Uruguay. Completar hasta U$S 
100.000, es muy elevado. Esa cifra es el valor del seguro de Estados Unidos, con un ingreso per cápita de más o menos doce 
veces el uruguayo. 


SEÑOR COURIEL.- Quisiera entender su planteo. 


El Ministro opina que los U$S 100.000 es una cifra muy alta, que es lo que está establecido en el proyecto de ley. Por otro lado, 
cuando el Ministro dice que el dinero es del Estado y, por ende, de la sociedad, tiene razón. Por lo tanto, tengo que ver muy bien a 
dónde reparto el dinero de la sociedad. Acá tenemos un primer problema. Con la ley del Nuevo Banco Comercial, tomamos una 
decisión política no menor y muy impactante porque podríamos haber dicho perfectamente que no le damos a los depositantes y sí 
a los pobres, a los desocupados, a los merenderos, es decir, a mucha gente que seguramente está más necesitada que los que 
están en la intermediación financiera. Sin embargo tomamos una decisión que fue decir que a los depositantes, que siempre 
creyeron que tenían un seguro implícito, se lo vamos a dar, porque en esencia lo que queremos es conseguir la credibilidad y la 
confianza en el sistema bancario para que vuelvan los depósitos a dicho sistema y éste pueda otorgar créditos para tratar de 
ayudar a los merenderos, a los desocupados y a los pobres. En consecuencia, tomamos la decisión de decir que acá vamos a 
privilegiar a los depositantes y dentro de estos, a los más chicos. Pero reitero que tomamos una decisión, es decir, la sociedad, el 
sistema político tomó una decisión por unanimidad, que al señor Ministro le podrá gustar o no -pero es la que adoptó el sistema 
político- por la cual resolvió ayudar a los depositantes de hasta U$S 100.000. Entonces, volviendo al punto, -porque quiero 
entender- pregunto qué sucede si se entrega el total del dinero a los depositantes de hasta U$S 100.000 y queda un remanente, 
porque siempre supuse que este se destinaría a los depositantes de más de U$S 100.000. También me pregunto para qué está la 
ley para los depositantes de más de U$S 100.000. Entiendo la ley para los obligacionistas -aunque puede ser que no la comparta, 
pero no importa- pero quiero entender el por qué de la de los depositantes de más de U$S 100.000. Aclaro que no es que esté en 
contra o a favor, sino que simplemente deseo entender y, por lo tanto, estoy pidiendo información. 


SEÑOR MINISTRO.- Aclaro que expresé mi opinión sobre el monto de los U$S 100.000, pero no dije que no se iba a hacer. De 
hecho, hay un Decreto que establece la facultad legal de hasta U$S 100.000, por lo que se tomó el límite superior de dicha 
facultad. 


El sentido del proyecto de ley es tratar de maximizar la recuperación de los fondos de recuperación y, en ese sentido, pensamos 
dos cosas. Por un lado, es verdad que uno podría usar el remanente y hasta podría utilizar el capital del banco para entregarlo a los 
depositantes de más de U$S 100.000. Pero, con ese criterio, los incentivos que quedarían básicamente en la sociedad para 
recuperar la parte más pesada de la cartera, a nuestro entender, son muy débiles y es mejor que una parte de esa recuperación de 
los depositantes esté asociada al riesgo que implica cobrar o no determinada cartera a ciertos deudores. Ese es el sentido. 


En lo que tiene que ver con los obligacionistas, lo que el señor Senador ha manifestado es absolutamente cierto; por algo existía un 
seguro implícito dentro del sistema financiero y no creo que solamente sea para los depositantes, sino que me parece que es para 
el ahorro en general dentro del sistema financiero. Usted tendría toda la razón si me dijera que tanto es ahorro a largo plazo lo que 
va en una obligación negociable a un banco, como lo que va a cualquier empresa. Eso es así, aunque, quizás, solamente por un 
pensamiento mágico o por el mismo pensamiento de seguro implícito, todo hace suponer que los obligacionistas se sentían como 
semidepositantes o como depositantes. De hecho, hay interpretaciones jurídicas que los asimilan a depositantes de largo plazo. 
Aclaro que entiendo que estas interpretaciones son incorrectas, pero los obligacionistas lo presentaron así. 


Por lo tanto, nos encontramos en la parte que más sensibilidad presenta porque los obligacionistas son los que ponen fondos de 
largo plazo al sistema y diríamos que representan la única forma de financiar los proyectos a largo plazo. Están dentro del sistema 
financiero porque los canalizaron a través de una institución de intermediación financiera y en general se sienten como si fueran 
depositantes. A su vez, también sienten que existe una discriminación porque asumieron una especie de riesgo general. Para ser 
más claro en cuanto a esto digo que cuando uno compra una obligación de una empresa individual -en realidad un banco también 


es una empresa- siente que el riesgo le corresponde a ella, pero cuando se compra una obligación de un banco, el sentimiento es 
que el riesgo está en el sistema financiero, en los seguros implícitos, etcétera. Esos son los argumentos que se han dado y, en 
realidad, no parecen muy descabellados. 


Ese es el sentido por el cual se ponen los obligacionistas aquí y no en otro lado. Básicamente, en el fondo es la misma pregunta en 
cuanto a por qué en este caso se paga a los depositantes, es decir, a los acreedores, y en un concordato o quiebra común no 
sucede lo mismo. 


SEÑOR ASTORI.- Creo que sería bueno hacer un primer recuento de las novedades de este proyecto de ley respecto al artículo 27 
y, en general, a las disposiciones incluidas en la nueva Ley de Bancos. En primer lugar, podemos destacar el porcentaje del 80%; 
aquí definimos un porcentaje máximo de hasta el 80%. En segundo término, se establece la autorización para cambiar o sustituir 
los recursos del rescate por otros, a los efectos de maximizar el valor nominal del mismo. En tercer lugar, nos encontramos con el 
30 de junio como la fecha fijada a partir de la cual se reúnen o no ciertas condiciones. Finalmente, observamos el tema de las 
obligaciones negociables que aparecen referidas, a su vez, a los dos artículos precedentes, incluido el que establece la fecha tope 
del 30 de junio. 


En rigor -un poco siguiendo la línea de la pregunta que formulara el señor Senador Couriel- creo que este proyecto de ley no impide 
que se atienda la situación de depositantes por encima de los U$S 100.000; según mi interpretación, simplemente ata esa 
posibilidad a los riesgos del rescate. 


En definitiva, la pregunta que quiero hacer es por qué se eligió la fecha del 30 de junio de 2002, es decir, si hay alguna razón. Por 
otra parte, en la medida en que el artículo 3” del proyecto de ley establece que los tenedores de obligaciones negociables emitidas 
por los Bancos Montevideo y Comercial van a estar comprendidos en lo dispuesto por los artículos anteriores -incluido el 2”, que es 
el que fija la fecha- desearía saber si eso tiene alguna relación, precisamente, con la fecha del 30 de junio. Planteo esta duda 
porque dice: "por los artículos anteriores". 


SEÑOR MINISTRO.- La elección del 30 de junio es arbitraria, como generalmente sucede en estos casos. Básicamente, se quiso 
establecer una fecha muy cercana -pero no la misma- al cierre de los Bancos, que de hecho fue la quiebra porque así se declaró un 
tiempo después. Entonces, este artículo trata de proteger a los demás ahorristas de determinadas personas que se pudieran haber 
beneficiado a través de ciertas situaciones, estando dentro de los Bancos. 


En cuanto a la segunda interrogante planteada por el señor Senador acerca de quiénes van a estar comprendidos, debo decir que, 
en realidad, refiere al primer inciso del artículo 2” -que es la amortización de deuda dentro de las instituciones- más que al segundo. 


SEÑOR ASTORI.- En ese caso convendría precisarlo en el texto del artículo 3% para no incurrir en posibles confusiones de 
interpretación posteriores que pueden traer más dolores de cabeza que soluciones. Naturalmente, sólo se trata de una sugerencia. 


SEÑOR MINISTRO.- El señor Senador sabrá que quien habla considera muy importante la discusión de este tema en la Comisión, 
porque de este modo se agregan algunas cosas -o muchas- que fueron omitidas cuando el trabajo se hace solo o con muy pocas 
personas. La doctora Longone sabe que le mandé un e-mail con el fin de que este material también fuera visto y pensado por otras 
cabezas, antes de que se enviara el proyecto de ley. Si bien tenemos algunas sugerencias que hacer para efectuar pequeños 
cambios al texto, la que acaba de manifestar el señor Senador no la teníamos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Voy a formular varias preguntas. En primer lugar, quisiera saber qué significa la facultad del 80%. ¿Acaso 
quiere decir que en el recupero que hace el Estado sobre el total se puede usar el 80%, tomando en cuenta también lo que destine 
para los ahorristas que hoy ya están constituidos por ley? De lo contrario no lo entiendo, salvo que se esté hablando del 80% del 
Bono o de la Euronota. 


En segundo término, con respecto al valor de cada papel quisiera saber cuál era su monto. En el caso de que su valor fuera menor 
a U$S 100.000, ¿se toman por separado o se juntan según el tenedor? 


En tercer lugar, ¿se eligió la fecha del 30 de junio para evitar que si esos papeles se comercializaron después -en la medida en que 
se supone que iban a tener un recupero muy bajo- se genere una especulación a partir de eso? Entonces, hoy estaríamos 
beneficiando no a quien compró esos papeles como forma de ahorro, sino a quien, especulando, los compró cuando los bancos 
estaban quebrados o iban por ese camino. De esta forma, le estaríamos dando un beneficio adicional a estos tenedores. 


En cuarto término, me pregunto si no sería bueno incluir un artículo que estableciera que quien se beneficie de este proyecto de ley, 
como contrapartida, no hará reclamos al Estado. Digo esto porque si vamos a estar dando dinero y se lo acepta, parecería lógico 
que después no reclamen al Estado vía jurídica. De este modo, el Estado pone dinero, mejora la posición de cada uno de estos 
ahora "ahorristas" y, repito, sería lógico que como contrapartida la Justicia no se vea recargada y se eviten los reclamos, por más 
que no tuvieran ninguna posibilidad de ganarlos. 


En quinto lugar, en relación con el inciso primero del artículo 2%, se expresa que estos dineros atenderán si hay deudas -lo que 
parece lógico- pero pienso que también tendría que haber una voluntad de parte de quien recibe esto. Hago este planteo porque de 
repente esas deudas que tiene una persona -y que además posee Euronotas- las puede cancelar a través de otros planes y no por 
esta vía. Considero que si hay deudas, no se le dé; pero si él acepta, se cancelan las deudas. Esto parecería lógico; quizás está en 
la reglamentación que el Estado no las cancele por sí y ante sí sin previa autorización. 


Estas serían las cinco inquietudes primarias que tengo respecto a este tema. 


SEÑOR MINISTRO.- Voy a contestar las tres primeras inquietudes del señor Senador, y para evacuar las dudas con respecto a las 
dos últimas, si el señor Presidente de la Comisión lo permite, cederé el uso de la palabra a la doctora Longone. 


En el caso de la primera inquietud, quiero aclarar que es el 80 % de lo que se cobra por parte del Estado. De acuerdo con su 
prorrata, los fondos de liquidación es lo que se puede destinar a mejorar a esos ahorristas. No se trata del 80 % de lo que tenían 
los ahorristas, así como tampoco el 80 % de su cuota parte, sino del 80 % de lo que cobra efectivamente el Estado dentro de los 
fondos de recuperación. 


SEÑOR COURIEL.- Me permito interrumpir al señor Ministro para decir lo siguiente. El Estado es acreedor por un monto 
determinado, por cien. 


SEÑOR MINISTRO.- Así es, señor Senador. 


SEÑOR COURIEL.- Lo primero que debe hacer el Estado es atender a los depositantes hasta U$S 100.000. Entonces, quisiera 
saber si es el 80 % de lo que le sobra o es del total de lo que el Estado es acreedor. ¿Adónde va el 80 %? Acepto que es posible 
que yo tenga que repasar el texto. 


SEÑOR MINISTRO.- No se trata de que haya que repasar la ley, sino que es un tema de los hechos y que en este caso falta una 
explicación nuestra de base. 


El Estado es acreedor de los Fondos, pero también lo es del Nuevo Banco Comercial. Con las acreencias del Nuevo Banco 
Comercial ya va a completar los primeros U$S 100.000 en todos los casos. Entonces, no se da la situación planteada por el señor 
Senador. Por lo tanto, el error de base fue nuestro al no explicar primero que el Estado es acreedor de dos cosas y que con la 
primera ya cumple lo que dice la ley. 


Ahora, de esta segunda parte, el 80 % lo va a destinar para tratar de potenciar o complementar estas categorías de ahorristas. 


En cuanto al segundo aspecto, que tiene que ver con los tenedores de obligaciones, debo decir que hay de dos mil, de tres mil, de 
cinco mil; no sabemos exactamente cuántos son ni tampoco tenemos una distribución por montos de ingresos, pero sí que son 
algunos miles y de montos en general bastante bajos, pero también los hay, como los depositantes, bastante altos. Según nos 
dicen los Servicios del Banco Central, la curva de concentración que ellos han hecho de los depositantes y de los tenedores de 
Obligaciones Negociables es parecida. El tenedor de Obligaciones Negociables es un cuotapartista más, tanto en el Nuevo Banco 
Comercial, como en los Fondos de Liquidación, y ahí va a recibir la parte. Cuando en el Nuevo Banco Comercial se entrega a un 
depositante el complemento hasta U$S 100.000, esa persona entrega al Estado la cuota parte que tenía. ¿De dónde sale su cuota 
parte? Surge de la cuota parte que tenía en el Fondo, porque en el banco no le queda nada. Entonces el Estado aumenta su 
participación en el Fondo. 


Con respecto a la tercera pregunta, que tiene que ver con la fecha del 30 de junio, cabe aclarar que con los obligacionistas, al 
tratarse de obligaciones al portador, lo único que se tiene es alguna transacción en la fecha en que se transó, es decir, algún 
certificado de representación de propiedad que muestre cuándo su propiedad pasó a ser suya. Va a ser un proceso más engorroso 
y difícil, y tendrá que demostrar que ninguna de estas personas, a tal fecha y con determinado rango, era propietaria de esas 
obligaciones. Ahora bien, nada impide que alguien que compró una Obligación en el mercado secundario pueda tener un recupero 
por esta vía. 


En cuanto al cambio que mencionaba el señor Senador Astori, en el sentido de tratar de potenciar los valores nominales, le puedo 
decir que, aunque parezca mentira -por lo menos a uno técnicamente a veces le rechina un poco- el tema del valor nominal es muy 
importante psicológicamente, mientras la renta que ese capital brinda parece ser menos trascendente. De hecho, el canje de deuda 
externa demostró eso, no sólo internamente, sino también externamente: los fondos de inversión jugaron a preservar el valor del 
capital, aunque la renta no fuera la que el mercado estaba diciendo. 


SEÑOR ASTORI.- La tasa efectiva pasaba a un segundo plano. 
SEÑOR MINISTRO.- Exactamente, señor Senador. 


Hoy por hoy, si tenemos efectivo debemos de entregarlo, y eso conspira contra un aumento de los valores nominales, dado los 
valores de mercado de los títulos. 


Lo que se quiere hacer aquí es tratar de obtener títulos rentables que estén a menor valor que la par y entregárselos para que 
tengan una renta razonable; si después quieren venderlos en el mercado, lo pueden hacer. 


Con respecto al tema de la opción, que explicará la doctora Longone, quiero decir que en todos los casos es siempre voluntario; 
jamás va a ser obligatorio. 


SEÑORA LONGONE.- Voy a tratar de contestar la cuarta y quinta pregunta del señor Presidente. 


La posibilidad de que quienes obtengan este beneficio renuncien a sus reclamaciones presentes o futuras contra el Estado la 
estuvimos considerando, e incluso hicimos una consulta a uno de los autores del proyecto de Ley de Bancos, el profesor Juan 
Pablo Cajarville, quien coincidió con nosotros en que si tomáramos esa decisión, ya fuera en el primer tramo -cuando se 
reglamentó por decreto el artículo 27 y los primeros U$S 100.000- o en esta nueva distribución de la cuota parte, estaríamos 
violando el principio de igualdad consagrado en la Constitución. Debe ser la Justicia la que determine si las personas que han 
reclamado contra el Estado tienen o no razón. Si tenían derecho a reclamar, obtendrán una sentencia favorable, en cuyo caso se 
les va a deducir lo que ya se les entregó; en caso contrario, sólo van a recibir la cuota parte que les corresponda. 


En definitiva, se entiende que una disposición de ese tipo sería violatoria del principio de igualdad y del principio de que todas las 
personas tenemos derecho a llevar nuestras acciones a un debido proceso. 


En lo que tiene que ver con el primer inciso del artículo 2%, que es el tema de las deudas, el señor Ministro ya expresó que todo esto 
es voluntario por parte del cuotapartista. 


En el artículo 4% del decreto reglamentario del artículo 27 -lo pongo sólo como ejemplo- se previó que el recibo por parte del 
cuotapartista de los certificados de depósito complementarios a los que refiere el artículo precedente, importará la permuta de tales 
certificados por los derechos que le correspondan contra el fondo de recuperación del patrimonio bancario hasta el monto de los 
certificados recibidos. Se agrega que a tales efectos, el cuotapartista suscribirá un documento donde deberá constar el recibo de 
los certificados y la mencionada permuta. Es decir que se va a hacer un contrato con el cuotapartista, y eso supone la voluntad del 
cuotapartista de aceptar o no este beneficio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quisiera formular dos preguntas más. Una de ellas es cuánto le costaría al Estado, es decir, cuáles son las 
estimaciones de ese 80%. 


La otra pregunta es cuál va a ser la mecánica. ¿El Estado ha calculado, más o menos, cuál va a ser el mínimo recupero de este 
segundo Fondo? No me refiero a lo que tiene el Banco Comercial, sino lo que está en liquidación. Contra la entrega de papeles se 
le ceden derechos; esos papeles serán del Estado, pero la persona los podrá vender en el mercado secundario o quedarse con la 
renta correspondiente y el Estado, a corto plazo, recibiría liquidez. ¿Ese sería el mecanismo de trabajo? 


SEÑOR MINISTRO.- El mecanismo sería el siguiente. El administrador del patrimonio bancario, del Fondo de Recuperación -en 
este caso el liquidador- recibe dinero, bonos o algunos títulos representativos de valores. El monto estimado que se está previendo 
en este momento es del entorno de los U$S 150:000.000 por los tres Fondos, por lo que el 80% serían U$S 120:000.000. Dada la 
prorrata actual, con eso no es posible complementar a todos los ahorristas en términos globales. Lo que se intentaría, pues, es 
comprar un Título -que puede ser del Estado- o un certificado de depósito de algún banco, a largo plazo y con tasas de interés 
bajas, que también se le entregaría. Eso se puede licitar. Voy a dar un ejemplo sencillo: voy a tomar de un banco un certificado de 
depósito, con las garantías correspondientes, a quince años y con una tasa de interés de determinada escala, que empieza baja 
pero que después puede ir subiendo; esto se puede licitar para ver qué banco me da más valor nominal. En la medida que ese 
banco esté precalificado por los servicios del Banco Central, quizás eso maximice el valor frente a un título público, porque éste 
paga renta más alta. 


Por supuesto, ese no será el único instrumento, y seguramente se hará una mezcla de ellos, pues la idea es tratar de potenciar. 


También se está trabajando dentro del propio Banco Comercial para lograr determinado canje de documentos a plazos más largos, 
con el fin de subir el valor nominal, sin que con ello quiebre o ponga en riesgo el patrimonio del Banco. Es un equilibrio bastante 
delicado, porque dentro del propio Banco Comercial algunas soluciones funcionan muy bien financieramente, pero no 
patrimonialmente; ahí se da una mezcla medio rara. 


Como dije, el 80% serían unos U$S 120:000.000, que es el máximo; tal vez esta cifra se pueda potenciar, pero si se observa que 
algunas cosas están muy turbias, si no se las ve claras o los derechos no parecen ser tan claros, también se puede llegar a cortar. 
Siempre están las verificaciones que hay que hacer y se están realizando en todos los casos. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Sin monopolizar la palabra, quisiera formular otra pregunta. 


Supongamos que el 31 de diciembre el Nuevo Banco Comercial devolviera parte de la cartera que tiene, que es algo opcional; eso 
afectaría el recupero de los ahorristas que hoy están consagrados en la Ley de 27 de diciembre de 2002. Si no se llegara en la 
primera prorrata a que el Estado otorgara hasta los primeros U$S 100.000 porque no cobró los equis millones de dólares que 
pensaba, y hay una devolución de carteras, que pasan a este Fondo -supongamos que esa segunda cartera que se devolvió algo 
rinda- ¿cómo se va a actuar? ¿Se va a llegar hasta los primeros U$S 100.000 y después se va a atender esto? ¿Esto está claro en 
la ley o hay que establecerlo? 


SEÑOR MINISTRO.- De acuerdo con las estimaciones que existen, esa situación, por suerte, parece improbable. De todas 
maneras, creo que en el espíritu general está que primero hay que atender con estos fondos de liquidación hasta U$S 100.000, 
aunque la ley no lo dice. Quizás sea bueno prever que en el caso de que no se llegara, primero hay que dedicarlo a eso y luego a 
complementar. 


SEÑOR ASTORI.- Sobre este punto, francamente creo que es suficiente con el artículo 27, porque no puede tener otra 
interpretación. Pienso que complicaríamos las cosas si empezáramos a imaginar situaciones eventuales que, a su vez, den origen 
a nuevas interpretaciones. De todas maneras, aclaro que esta es una opinión personal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si la Comisión contara con un texto sobre la prioridad de los ahorristas de hoy frente a estos eurobonistas, 
igualmente primero deberá decidir si vota a favor el proyecto de ley o si hace alguna modificación. 


SEÑOR MINISTRO.- En el artículo 27 de la Ley N* 17.613 se expresa: "se autoriza al Poder Ejecutivo a destinar parte de los 
recursos en efectivo o en valores que correspondan al Estado, en su calidad de acreedor de las entidades a que se refiere el 
artículo 24 de la presente ley," -o sea, los tres Bancos- "como resultado de los procedimientos previstos en este Capítulo, para 
posibilitar soluciones más favorables en beneficio", etcétera. Creo que aquí -me afilio a la tesis del señor Senador Astori- la primera 
acreencia es todo; que luego se haya dividido en dos partes, es otra cosa. Es decir que se trata de la parte que al final quedó como 
que la debe el Nuevo Banco Comercial y la parte que se debe por los fondos de recuperación. 


SEÑOR ASTORI.- Está todo incluido. 


SEÑOR MINISTRO.- Da la impresión de que sí, de que está todo incluido, pero es una cuestión a considerar. Sin perjuicio de que 
los señores Senadores estudien este punto y puedan hacer la propuesta que entiendan pertinente, los servicios del Ministerio 
estudiarán este aspecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Los fondos de recuperación son los fondos de recuperación no es lo que da el Nuevo Banco Comercial; es 
distinto el 80% de los fondos de recuperación actual, que el 80% de dichos fondos con lo que devuelva el Nuevo Banco Comercial. 


SEÑORA LONGONE.- Cuando hablamos de cuota parte, siempre nos referimos a la cuota parte del Estado en el Fondo como un 
ahorrista más. Entonces, el patrimonio del Fondo está compuesto por todos sus activos, y uno de sus activos es lo que percibe por 
la venta de carteras de los seis Bancos liquidados. Se trata de un solo patrimonio -el del Fondo- del cual son cuotapartistas o 
copropietarios -por llamarlo como en la ley de Fondos de Inversión- los ex ahorristas de los Bancos en liquidación. Es decir que no 
son patrimonios separados, sino activos separados, pero el patrimonio del Fondo es el mismo. 


SEÑOR ATCHUGARRY.- Simplemente, en el sentido de la pregunta que realizaba el señor Presidente, quiero decir que lo nuevo 
del proyecto es permitir la atención, efectivamente, de los cuotapartistas. Lo otro nuevo es destinarlo a programas sociales. 


El Estado tiene tres tipos de activos: acciones -del Banco- CD -que le toca por sus créditos- y, como parte de esos CD los va a 
utilizar para mejorar la situación de los ahorristas, se verá acrecida su cantidad de cuota parte que tiene con el Fondo de 
remanente. 


En consecuencia, creo que lo que se está habilitando -aunque por supuesto el Parlamento en conversación con el Poder Ejecutivo 
podrá alterar estos porcentajes- es un destino, porque de lo contrario, claramente no podrían ser atendidos los titulares de 
Euronotas. En cuanto al resto que se podría ir rescatando, en última instancia no tenía un destino presupuestal; por lo tanto, en ese 
caso veremos qué se hace. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si el Poder Ejecutivo nos pide autorización para destinar hasta el 80 %, es porque piensa que va a 
recuperar, de esta segunda camada, unos U$S 150:000.000. En definitiva, nos está pidiendo una autorización de U$S 120:000.000. 
Pero si el Fondo es todo uno, estamos hablando del 80 % de todo el Fondo. Entonces, si lo que nos están pidiendo son U$S 
120.000.000 de toda la recuperación, aclarémoslo a texto expreso, por ejemplo, diciendo "Facúltese al Poder Ejecutivo a disponer 
de hasta U$S 120:000.000 de los Fondos de Recuperación." Porque si es todo uno, se va a recuperar un monto de U$S 
600:000.000 ó U$S 700:000.000. Ahora bien; si sólo se trata de esos U$S 150:000.000, pregunto qué pasa si el Banco Comercial 
opta por dejar esa parte de la cartera el 31 de diciembre. 


Por consiguiente, entiendo que la duda es legítima y si la autorización del Poder Ejecutivo refiere a una cifra precisa, sería posible 
establecerla a texto expreso. 


Sólo quería dejar esa constancia. 


SEÑOR ASTORI.- El artículo 1% de este proyecto de ley tiene que ser entendido a la luz de la ley de diciembre de 2002. Si lo 
entendemos así, en mi modesta opinión, no hay posibilidades de confusión y, con ese texto, es más que suficiente. El artículo 27 
dice: "Con la finalidad primordial de proteger el ahorro por razones de interés general, se autoriza al Poder Ejecutivo a destinar 
parte de los recursos en efectivo o en valores que correspondan al Estado, en su calidad de acreedor de las entidades a que se 
refiere el artículo 24". Si leemos el artículo 24, vemos que ahí figuran todos los recursos. 


Ahora bien; este proyecto de ley dice que se faculta al Poder Ejecutivo a destinar hasta el ochenta por ciento de la cuota parte que 
le corresponda en recursos en efectivo o en valores. Ahí ya hay una precisión con respecto al volumen global a que refiere el 
artículo 27. 


Por otra parte, estimo sumamente peligroso poner una cifra en este proyecto de ley, porque en todo caso se trata de una cifra que 
ha sido estimada por el señor Ministro. Si el señor Ministro me perdona, debo decir que no deja de ser una estimación y, por tal 
razón, no podemos poner una cifra en este proyecto de ley. 


SEÑOR MINISTRO.- Entiendo que no podemos poner una cifra en el proyecto de ley, porque dicha cifra es resultado de una 
estimación preliminar, también basada en información preliminar. En la parte de cartera que va a renunciar el Banco Comercial hay 
una cifra que todavía no está definida y el Banco está trabajando en esa cartera para hacer lo que se llama "levantar cartera", es 
decir, hacer que la cartera morosa vuelva a ser viva y así se pueda ganar clientes. Además, este es un tope máximo, porque si la 
recuperación es mejor -y ojalá que así sea- se usará menos y se destinará más al financiamiento de los programas de protección 
social que están vigentes. Me parece que los porcentajes se pueden alterar, no están horadados en la piedra y, en definitiva, eso 
corresponde a una decisión soberana del Parlamento. 


Acá tenemos un problema de concepto: si estamos de acuerdo o no en destinar estos recursos para esto o para otra cosa. Esa es 
la opinión del Poder Ejecutivo en este aspecto. 


SEÑOR HERRERA.- He llegado con algo de demora ya que el centro de la ciudad está un poco complicado en función de la 
manifestación de la gente de la salud y quizás lo que vaya a decir ahora ya esté explicado por el señor Ministro. 


Nos encontramos con un proyecto de ley, íntimamente vinculado con el artículo 27 de la Ley de Bancos que aprobamos en el mes 
de diciembre. Es decir que a lo que se refiere el artículo 1%, sería como una reglamentación del artículo 27. En dicho artículo -hablo 
de memoria- estamos facultando al Poder Ejecutivo a renunciar a sus créditos en los Fondos de Recuperación en favor de los 
ahorristas de forma de garantizarles cobrar hasta los primeros U$S 100.000 de sus depósitos que tenían en los bancos liquidados o 
en vías de liquidación. Pregunto si es correcto este planteo. 


SEÑORA LONGONE.- Se mantiene el espíritu del artículo 27 pero no se trata de una regulación de dicha norma. Dicho artículo ya 
fue reglamentado por dos decretos del Poder Ejecutivo. Esto es una facultad adicional que se agrega con destinos distintos. 


SEÑOR HERRERA.- No quisiera atribuir al señor Senador Astori una interpretación que es la que estoy haciendo, pero lo que nos 
preocupa es que con este 80% no sabemos si se va a cumplir con el artículo 27 y con lo que plantea el artículo 1%. Y no puede ser 
un tema de estimación ya que tenemos que estar muy seguros de que con ese 80% que destina el Poder Ejecutivo de los recursos 
que correspondiera, alcanza para cubrir hasta los primeros U$S 100.000 de los ahorristas y lo otro que plantea la ley. A su vez, esto 
lo combino con el artículo 3 en donde felizmente veo que incluimos a los tenedores de obligaciones comerciales. 


SEÑOR MINISTRO.- Efectivamente, esa fue una precisión que hicimos anteriormente. Con la compra de activos que hizo el Nuevo 
Banco Comercial, la distribución de certificados de depósitos que se hará en el mes de setiembre, con la parte que le toca al 
Estado de dichos certificados va a alcanzar para llegar hasta los U$S 100.000 de los ahorristas. O sea que esto es adicional a la 
primera distribución. 


SEÑOR HERRERA.- Entonces, ¿al artículo 27 le estamos adicionando lo que plantean ustedes? Quiere decir que además de los 
U$S 100.000 que garantizamos a los ahorristas, les estaríamos entregando, digamos, a prorrata, algo más que todavía no 
sabemos cuánto es. 


SEÑORA LONGONE.- Es algo más de la prorrata para atender a aquellos que tengan créditos o cuotas partes mayores de U$S 
100.000 y a los tenedores de Eurobonos y Euronotas. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no hay otras preguntas, agradecemos la presencia del señor Ministro Alfie y de la doctora Longone. 
(Se retiran de Sala el señor Ministro de Economía y Finanzas y la doctora Longone) 
(Se suspende la toma de la versión taquigráfica) 


(Así se hace. Es la hora 11 y 22 minutos) 


Linea del vie de báaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


